
 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
Ref.: Auto No. 00440 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2018-00195-00 
Demandante: Ramón Alberto Villamizar 
Demandados: Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte de Villa del Rosario 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

1. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 
caducidad de la acción, indicando que de conformidad con el artículo 138 de la 
Ley 1437 de 2011, la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho se 
debe interponer dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del acto 
administrativo que busca la nulidad y en cada una de las resoluciones 
demandadas se superó el termino señalado. 

3. TRAMITE PROCESAL 

Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, el señor apoderado de la parte 

demandante guardó silencio. 

2. CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 
El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala en el literal d del numeral 2, que so pena de 

que opere la caducidad, cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del 

derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (04) 

meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, 

ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, igualmente dicho 

artículo en el numeral 1 literal C, establece que cuando se dirija contra actos 

que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas, la 

demanda podrá presentarse en cualquier tiempo. 

 

De la norma citada se colige que el término de caducidad sólo puede 

contabilizarse a partir del momento en el que la Administración ha dado a 
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conocer el acto administrativo, a través de su comunicación, notificación, 

ejecución o publicación. A menos de que en la demanda se controvierta, 

precisamente, el procedimiento de notificación, caso en el cual deberá 

tramitarse el proceso, para que en la sentencia se defina si la demanda se 

presentó de manera oportuna. 

 

En el caso que nos ocupa precisamente la parte actora argumenta la 

trasgresión al principio de publicidad de la actuación al no realizar la notificación 

y citación conforme a las disposiciones legales dentro de la actuación 

administrativa surtida de un comparendo por infracciones a normas de tránsito 

que fueron detectadas a través de medios tecnológicos, situación que le impidió 

ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

 

Teniendo en cuenta ello, el Despacho considera que se debe abstenerse de 

hacer pronunciamiento frente a la excepción propuesta, toda vez que en esta 

etapa procesal no es posible resolver el debate jurídico respecto de la debida o 

indebida notificación de los actos administrativos demandados ya que desde el 

inicio se invoca como causal de nulidad la violación al principio de publicidad al 

considerar que no se surtió la notificación del acto con el que se inicia el 

proceso administrativo sancionatorio en debida forma. Entonces lo procedente 

conforme lo ha señalado el Consejo de Estado en reiteradas ocasiones es que 

se tramite el proceso y en la sentencia se defina si la demanda se presentó de 

manera oportuna o no. 

 

Ilustrativo a lo expuesto se tiene el auto de fecha 9 de mayo de 2019, en el que 

el Consejo de Estado dentro del proceso radicado 25000-23-36-000-2016-

02111-01, actor: Gas Natural Andino S.A., demandado superintendencia de 

industria y comercio – sic al resolver sobre una excepción previa en audiencia 

inicial indicó lo siguiente: 

 

“Siendo ello así, la Sala advierte que se debe confirmar la decisión apelada por medio de la cual 
se denegó la excepción previa de indebido agotamiento de la vía gubernativa, –hoy actuación 
administrativa-, toda vez que en esta etapa procesal no es posible resolver el debate jurídico 
respecto de la debida o indebida notificación del acto administrativo demandado, pues esta 
Corporación reiteradamente ha sostenido que si desde el inicio del proceso se pone en tela de 
juicio dicho trámite, lo procedente es que ello no sea desechado por el Juzgador por cuanto 
equivaldría decidir a priori el proceso. 
 

En ese mismo auto el magistrado cita lo que las diferentes secciones de esa 

Corporación han sostenido sobre el particular: 
 
“Es oportuno destacar que la Sala en reiterados pronunciamientos, entre ellos, en 
providencias de 22 de mayo de 1997 (Expediente núm. 4347, 25 de febrero de 1999 
(Expedientes 5206 y 5208, Consejero ponente doctor Ernesto Rafael Ariza Muñoz) y 
6 de septiembre de 1999 (Expediente núm. 5592, Consejero ponente doctor Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo), ha prohijado, las precisiones hechas en el proveído de 20 
de mayo de 1.975 (Consejero ponente, doctor Juan Hernández Sáenz, Sección 
Cuarta, Diccionario Jurídico Tomo III, páginas 206 a 208), en el sentido de que 
cuando en la demanda se controvierte la diligencia de notificación de los actos 
administrativos acusados, “…no puede pretenderse que desde el momento mismo en 
que haya de resolverse sobre la admisibilidad formal de esa demanda deba 
estudiarse también si el plazo para ejercer la acción ha caducado o no, y abstenerse 
de darle curso si aparentemente la caducidad se ha producido, porque esta última 
decisión equivaldría a definir el proceso desde antes de que llegare a comenzar. En 
efecto, si se opta por el rechazo de la demanda al calificarla de inoportuna, 
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implícitamente llega a reconocerse que la notificación del acto administrativo acusado 
fue válida y se desecha así de plano, sin fórmula de juicio el dicho del demandante 
respecto a que la notificación era ilegal o ineficaz…”; y que ello, desde luego, no 
compromete la decisión que habrá de adoptar el juzgador en la sentencia, ya que si 
en el  proceso se desvirtúan los cargos que se le endilgan a la notificación del acto 
administrativo cuestionado, pues obviamente que no podrá haber pronunciamiento de 
mérito por haber operado el fenómeno de la caducidad de la acción”1 
 
“La Sala ha considerado que no procede de entrada el rechazo de plano de la 
demanda, cuando se controvierte la notificación de los actos acusados, pues para 
decidir si se configuró la caducidad de la acción deberá tramitarse el proceso, para 
que en la sentencia se defina si la demanda se presentó de manera oportuna.”2 
 
“De la norma transcrita se colige que el término de caducidad sólo puede 
contabilizarse a partir del momento en el que la Administración ha dado a conocer el 
acto, a través de su comunicación, notificación, ejecución o publicación. A menos de 
que en la demanda se controvierta, precisamente, el procedimiento de notificación, 
caso en el cual deberá tramitarse el proceso, para que en la sentencia se defina 
si la demanda se presentó de manera oportuna.”3 (Resaltado por el Despacho) 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

RESUELVE: 

PRIMERO: Abstenerse de hacer pronunciamiento frente a la excepción de 

caducidad del medio de Control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

propuesta por Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte de Villa 

del Rosario, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

c5a55b451fe005d7231bafdcdf884bf94c806daaa38ecb1c1e9f021092840163 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:30 PM 

 

                                                           
1 Auto de 17 de abril de 2008. Consejo de Estado, Sección Primera. Magistrado Ponente doctor Marco Antonio Velilla 
Moreno. Expediente 2005-00859-01. 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Auto de 11 de febrero de 2014. 
Magistrado Ponente doctor Hugo Fernando Bastidas Barcenas. Expediente 2012-00249-01. 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera. Auto de 19 de febrero de 2015.  
Magistrado Ponente Doctora María Elizabeth García González. Expediente 2013-01801-01. 
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Ref.: Auto No. 00441 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2019-00274 00 
Demandante: Milagros de Jesús Muñoz López 
Demandados: Nación – Ministerio de Educación –Fomag- Departamento Norte de Santander 

 
 

Revisado el expediente se observa que se encuentra probada la excepción de 

caducidad la cual fue propuesta por el departamento Norte de Santander como 

“inepta demanda por no demandar dentro del término consagrado en la Ley el 

acto administrativo que tácitamente le negó el reconocimiento de las cesantías 

correspondientes a los años 1998, 199 y 2000” lo que permite en aplicación al 

numeral 3° del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 dictar sentencia anticipada, 

en consecuencia se dispone correr traslado en la forma prevista en el artículo 

181 in fine de la Ley 1437 de 2011, para la presentación por escrito de los 

alegatos, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 

providencia, oportunidad en que, si a bien lo tiene, puede presentar concepto el 

Ministerio Público. 

. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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Código de verificación: 

e3b32ab0777029ce1835c9e816f93c729868b941445069dbe4b22ba0e47eaf06 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:32 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00442 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00291- 00 
Demandante: Martha Patricia Peñaloza Felizzola 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante MARTHA PATRICIA PEÑALOZA FELIZZOLA, mediante 

apoderado presentó petición 10 de noviembre de 2017 ante la Secretaría de 

Educación del departamento Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y 

pago de la sanción por mora establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha 

petición la administración guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda 

que nos ocupa mediante la cual buscan la nulidad del acto ficto presunto 

generado ante la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 

 



 4 

5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

cdb1592ee5a3654a6ae5e5fce1d6f546a3d74e7be878b7be35b8b4f843cf8d3e 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:33 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 
 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
 
San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
Ref.: Auto Nº0443  O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00292- 00 
Demandante: Zamira Ester Galvis Sarabia 
Demandados: Nación Ministerio de Educación- FOMAG 

 
 

Vencido el término de traslado de la demanda, en aplicación al artículo 180 de la 

Ley 1437 de 2011, se convoca a audiencia inicial, fijando al efecto el día 

veinticinco (25) de mayo de dos mil veintiuno (2021), a partir de las 8:30 a.m. 

 

Finalmente se reconoce personería a los doctores LUIS ALFREDO SANABRIA 

RIOS como apoderado principal de la Nación-Ministerio de Educación-Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y a JENNY CAROLINA 

VARGAS FONSECA como apoderada sustituta de dicha entidad, en los términos 

y para los efectos del memorial poder a ellos conferidos.  

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 
Juez  

 
 
 
 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                

 

 

 

 

 
 

Firmado Por: 
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BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
aed2fe71ace32d77316862d1ee28bc9c762d8a159eb6c5fce02190e69a987a2

c 
Documento generado en 08/04/2021 03:21:35 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00444 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00293- 00 
Demandante: Genrry Alfonso Jaime Ortiz  
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que el 

demandante GENRRY ALFONSO JAIME ORTIZ, mediante apoderado presentó 

petición el 15 de diciembre de 2017 ante la Secretaría de Educación del 

departamento Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la 

sanción por mora establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la 

administración guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos 

ocupa mediante la cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante 

la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

0bb314e93841640c4841cf1a11a48e6cfc51ea999429cdbb135a4c053006f6c5 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:07 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00445 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00294- 00 
Demandante: Dogny Esperanza Pallares Torrado 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante DOGNY ESPERANZA PALLAREZ TORRADO, mediante 

apoderado presentó petición el cinco (5) de diciembre de 2017 ante la 

Secretaría de Educación del departamento Norte de Santander, tendiente al 

reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley1071 de 

2006, frente a dicha petición la administración guardó silencio, ante lo cual 

presentan la demanda que nos ocupa mediante la cual buscan la nulidad del 

acto ficto presunto generado ante la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

41f7a3905c79f981552310613ed6ac69dcf0af6e31566101ecfb85abeb73a671 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:08 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00446 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00299- 00 
Demandante: Luis Eduardo Mendoza Ortega 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante DOGNY ESPERANZA PALLAREZ TORRADO, mediante 

apoderado presentó petición el cinco (5) de diciembre de 2017 ante la 

Secretaría de Educación del departamento Norte de Santander, tendiente al 

reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley1071 de 

2006, frente a dicha petición la administración guardó silencio, ante lo cual 

presentan la demanda que nos ocupa mediante la cual buscan la nulidad del 

acto ficto presunto generado ante la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00447 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00300- 00 
Demandante: Mireya Niño Peñaloza 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante MIREYA NIÑO PEÑALOZA, mediante apoderado presentó 

petición el 7 de diciembre de 2017 ante la Secretaría de Educación del 

departamento Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la 

sanción por mora establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la 

administración guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos 

ocupa mediante la cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante 

la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 
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Documento generado en 08/04/2021 03:21:12 PM 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00448 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00311- 00 
Demandante: Alirio Medina Ramírez 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que el 

demandante ALIRIO MEDINA RAMIREZ, mediante apoderado presentó 

petición el 15 de diciembre de 2017 ante la Secretaría de Educación del 

departamento Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la 

sanción por mora establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la 

administración guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos 

ocupa mediante la cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante 

la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00449 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00354- 00 
Demandante: Samuel Rojas Catro 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que el 

demandante SAMUEL ROJAS CASTRO, mediante apoderado presentó petición 

el 3 de abril de 2018, ante la Secretaría de Educación del departamento Norte 

de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la sanción por mora 

establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la administración 

guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos ocupa mediante la 

cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante la falta de 

respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 

 



 4 

5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

f39929f78dffe5db63f87e746e4292e551d8cd65edcb425bda162d0286fc293d 

Documento generado en 08/04/2021 03:21:16 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00450 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00355- 00 
Demandante: Crisilia Morales Contreras 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que el 

demandante CRISILIA MORALES CONTRERAS, mediante apoderado presentó 

petición el 3 de abril de 2018, ante la Secretaría de Educación del departamento 

Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la sanción por mora 

establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la administración 

guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos ocupa mediante la 

cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante la falta de 

respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 



 3 

de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00451 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00356- 00 
Demandante: Lidia Esther Trillos Cárdenas 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que 

eldemandante LIDIA ESTHER TRILLOS CÁRDENAS, mediante apoderado 

presentó petición el 3 de abril de 2018, ante la Secretaría de Educación del 

departamento Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la 

sanción por mora establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la 

administración guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos 

ocupa mediante la cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante 

la falta de respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 3 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
  

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021)  
 
 
Ref.: Auto No. 00452 O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2019-00357- 00 
Demandante: Yaneth Acosta Portillo 
Demandados: Nación- Ministerio de Educación- Fondo Nacional De Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Resolución de excepciones previas propuestas de conformidad con el parágrafo 

2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021. 

2. ANTECEDENTES  

En el expediente se observa que la entidad demanda, propone la excepción de 

ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora, indicando que 

conforme al artículo 163 del C.P.A.C.A, si no se individualiza en debida forma el 

acto administrativo acusado conlleva a declarar la ineptitud e la demanda.  

Propone también la excepción de caducidad de la acción, indicando que es 

necesario tener en cuenta que, aunque el reconocimiento de la sanción 

moratoria se deriva de una prestación periódica, la reclamación de dicha 

sanción se debe efectuar de forma específica. 

 Finalmente propone la excepción de falta de integración de litisconsorte 

necesario , indicando se debe vincular al proceso la entidad territorial que 

profirió el acto administrativo de reconocimiento de cesantía, por lo que debe 

hacer parte dentro del contradictorio con el objeto revisar el procedimiento 

interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el 

retardo para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en 

consecuencia sea condenado el ente territorial por incumplir el término indicado 

en la ley al no expedir y notificar el acto administrativo dentro de los quince (15) 

días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de las cesantías.  

 

3. TRAMITE PROCESAL 
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Surtido el traslado de rigor de dicha excepción, la apoderada de la parte 

demandante, frente a dichas excepciones guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER. 

 

a. Ineptitud sustancial de la demanda a no haber demandado el acto 

administrativo particular o concreto que denegó la sanción mora. 

 

Respecto a esta excepción se tiene que revisada la demanda se observa que la 

demandante JANETH ACOSTA PORTILLO, mediante apoderado presentó 

petición el 6 de abril de 2018, ante la Secretaría de Educación del departamento 

Norte de Santander, tendiente al reconocimiento y pago de la sanción por mora 

establecida en la Ley1071 de 2006, frente a dicha petición la administración 

guardó silencio, ante lo cual presentan la demanda que nos ocupa mediante la 

cual buscan la nulidad del acto ficto presunto generado ante la falta de 

respuesta a la solicitud presentada. 

 

De lo revisado se colige que el acto demandado dentro del expediente es el que 

corresponde, toda vez, que el acto ficto presunto es el que se genera ante el 

silencio de la administración, por lo que la excepción prospera no tiene vocación 

de prosperar. 

 

b. Caducidad de la acción. 

 

El artículo 164 de la ley 1437 de 2011, refiriéndose a la oportunidad para la 

presentación de la demanda señala: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda 

deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto 
administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; 

f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley 

….” 

De la norma transcrita se desprende que el término de caducidad no opera para 

los casos en los que se demanda actos producto del silencio administrativo, por 

lo tanto se puede presentar la demanda en cualquier momento, y como se 

advirtió anteriormente, en el caso que nos ocupa la demanda está encaminada 

a que se declare la nulidad del acto ficto presunto producto del silencio 

administrativo mediante el cual le niegan la petición de reconocimiento y pago 
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de la sanción por mora establecida en la Ley 1071 de 2006, en consecuencia, 

no opera caducidad para dicho acto, por lo que la excepción propuesta no 

prosperará. 

 

c) Falta de integración de litisconsorte necesario. 

 

Conforme al artículo 50 de la Ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá dentro de sus objetivos efectuar el 

pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. Por otra parte, la Ley 

962 del 2005, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre racionalización 

de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 

públicos, señala en su artículo 56: 

 
“ARTICULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 
mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial.” 

 

Ahora el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se 

reglamentan el inciso 2º del artículo 3º, el numeral 6º del artículo 7º de la Ley 91 

de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, prescribe: 

 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, 
a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

 
2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 

del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de 
tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 
causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 
3.  Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 

quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 
certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

 
4.  Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 
2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la ley. 
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5.  Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que estos se encuentren en firme.”  

 

De las normas antes citadas, se colige que los entes territoriales actúan como 

meros facilitadores para que los Docentes tramiten el reconocimiento y pago de 

su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, los suscriben, lo hacen en representación de dicho Fondo por 

mandato de la ley, y en esa medida, no obligan al ente territorial ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones.  

 

Así las cosas, considera el Juzgado que si bien es cierto de conformidad con el 

artículo 3 del Decreto 2831 del 2005, las Secretarías de Educación de las 

entidades territoriales tienen un papel activo en dicho procedimiento, en la 

medida que sirven de intermediarias con la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo de los recursos para el trámite del reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, también lo es que estas actúan en nombre de dicho Fondo, razón 

por la cual, quien se encuentra legitimado por pasiva es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y no se hace necesaria la vinculación de la 

entidad territorial a la que está vinculada la demandante, lo que impone al 

Juzgado hacer la declaración correspondiente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de 

Cúcuta, Norte de Santander, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de Ineptitud sustancial de la 

demanda al no haber demandado el acto administrativo particular o concreto 

que denegó la sanción mora, caducidad de la acción y la falta de integración del 

litisconsorcio necesario, propuesta por la Nación – Ministerio de Educación – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

BERNARDINO  CARRERO ROJAS  
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 
Ref.: Auto No. 00453– O 

M. de C. de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Proceso: 54001-33-33-003- 2021-000020 00 
Demandante: Cecilia Contreras Aranda 
Demandados: Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones 

 

1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Estudiar la viabilidad de admitir la demanda presentada mediante apoderado por 

CECILIA CONTRERAS ARANDA, en contra de la Administradora Colombiana de 

Pensiones Colpensiones 

 

2. CONSIDERACIONES PARA RESOLVER 

 

Conforme al artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, el Juez admitirá la demanda 

que reúna los requisitos legales y le dará el trámite que le corresponda. 

Mediante el presente medio de control se pretende la nulidad de los actos 

administrativos contenidos en las Resoluciones N° 1189 del 22 de febrero de 

2010, mediante la cual reconoce pensión de vejez condicionado al retiro del 

servicio de la demandante, N° 4546 del 26 de julio de 2011 y 0760 del 14 de 

octubre del mismo año. Mediante la cual se resuelven recursos de reposición y 

apelación respectivamente interpuestos contra la resolución N° 01189, 

igualmente busca la nulidad de la Resolución N° GNR187133 del 19 de julio de 

2013 mediante la cual se ordena pagar la pensión de vejez y la Resolución N° 

SUB 135289 del 22 de mayo de 2018, a través de la cual se niega la 

reliquidación de la pensión  

 

Frente a estas dos últimas resoluciones se observa que no se agotó vía 

gubernativa cuando esto constituye un requisito previo necesario para acceder a 

la jurisdicción conforme lo indica el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, que 

regula los requisitos previos para demandar señalando en el numeral segundo 

que cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán 

haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren 

obligatorios y en caso que las autoridades administrativas no hubieran dado 

oportunidad de interponer los recursos procedentes, no será exigible el requisito 

al que se refiere dicho numeral 

 

 



Frente a la oportunidad y presentación de recursos ante la administración el  

artículo 76 ibídem el inciso tercero señala: 

“El recurso de apelación podrá interponerse directamente, o como subsidiario del de 

reposición y cuando proceda será obligatorio para acceder a la jurisdicción.” 

De las normas analizadas se desprende que si procede el recurso de apelación, 

éste obligatoriamente se debe agotar, y para el caso en concreto procedía el 

recurso de apelación en contra de las Resolución N° GNR187133 del 19 de julio 

de 2013 mediante la cual se ordena pagar la pensión de vejez y la Resolución N° 

SUB 135289 del 22 de mayo de 2018, a través de la cual se niega la 

reliquidación de la pensión. 

 

Téngase en cuenta que acudir ante la administración para que esta revise su 

actuación antes de que sea llevada a juicio es una prerrogativa que le permite a 

la administración reconsiderar su decisión, modificarla o revocarla antes de ser 

llevada ante la jurisdicción, pero también constituye una garantía al derecho de 

defensa del administrado, pues puede expresar su inconformidad con el acto 

ante la administración que lo creó. 

El Consejo de Estado ha sido reiterativo en sus providencias sobre la necesidad 

de cumplir con este requisito previo así: 

 

“En su amplia jurisprudencia la Sección Segunda de esta Institución ha manifestado que, 
en tratándose de la acción subjetiva de nulidad consagrada en el artículo 85 del C.C.A., 
la administración pública no puede ser llevada a juicio contencioso si previamente no se 
solicita una decisión a ella sobre la pretensión que se desea ventilar ante el Juez 
administrativo, que la doctrina autorizada ha denominado “decisión préalable” o decisión 
previa. Por ello la vía gubernativa constituye dentro de nuestro ordenamiento jurídico, 
requisito indispensable para poder demandar ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa la nulidad de un acto administrativo de carácter particular y concreto, y 
obtener el respectivo restablecimiento del derecho, tal y como se desprende del artículo 
135 ibídem. 
 

La vía gubernativa se torna así en el instrumento de comunicación e interacción entre la 
Administración Pública y los administrados, cuando media un conflicto de intereses, 
edificándose no sólo como una forzosa antesala que debe transitar quien pretende 
resolver judicialmente un asunto de carácter particular y concreto, sino en un mecanismo 
de control previo al actuar de la Administración, cuyo beneficio es de doble vía, pues, 
constituye tanto la posibilidad de obtener en vía administrativa la satisfacción de una 
pretensión subjetiva, como la oportunidad de ejercer un control de legalidad sobre las 
decisiones administrativas, a fin de que se tenga la oportunidad de revisar los puntos de 
hecho y de derecho frente a un asunto que, posteriormente, se ventilará dentro de un 
proceso jurisdiccional.”1 

 

Conforme, a lo expuesto, el no haber agotado vía administrativa en los actos 

administrativos Resolución N° GNR187133 del 19 de julio de 2013 mediante la 

cual se ordena pagar la pensión de vejez y la Resolución N° SUB 135289 del 22 

de mayo de 2018, a través de la cual se niega la reliquidación de la pensión, se 

rechazara la demanda frente a ellos 

 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, consejero ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren de fecha 

19 de febrero de 2015, radicación número: 25000-23-25-000-2004-00247-01(1886-12), Actor: José Agustín Mora Torres 

 



En lo que respecta las Resoluciones N° 1189 del 22 de febrero de 2010, 

mediante la cual reconoce pensión de vejez condicionado al retiro del servicio de 

la demandante, N° 4546 del 26 de julio de 2011 y 0760 del 14 de octubre del 

mismo año, mediante la cual se resuelven recursos de reposición y apelación 

respectivamente interpuestos contra la resolución N° 0118, como quiera que la 

demanda frente a ellos reúne los requisitos legales de que tratan los artículo 162 

y ss. De la Ley 1437 de 2011, se procederá a su admisión. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Cúcuta, Norte de Santander 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar las demanda en relación con los actos administrativos 

Resoluciones N° GNR187133 del 19 de julio de 2013 mediante la cual se ordena 

pagar la pensión de vejez  y N° SUB 135289 del 22 de mayo de 2018, a través 

de la cual se niega la reliquidación de la pensión de la señora CECILIA 

CONTRERAS ARANDA, por no haberse agotado vía administrativa conforme lo 

expuesto anteriormente. 

 

SEGUNDO: Admitir la demanda presentada mediante apoderado por CECILIA 

CONTRERAS ARANDA, contra la Administradora Colombiana de Pensiones - 

Colpensiones, mediante la cual se pretende la nulidad de las Resoluciones N° 

1189 del 22 de febrero de 2010, mediante la cual reconoce pensión de vejez 

condicionado al retiro del servicio de la demandante, N° 4546 del 26 de julio de 

2011 y  N° 0760 del 14 de octubre del mismo año, mediante la cual se resuelven 

recursos de reposición y apelación respectivamente interpuestos contra la 

resolución N° 01189 expedidas por la entidad demandada. 

 

TERCERO: Notificar el contenido de la presente providencia, personalmente al 

Presidente Nacional de la Administradora Colombiana de Pensiones 

Colpensiones, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y a la 

Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos Administrativos, conforme lo establecen 

los artículos 197, 198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 

de la Ley 2080 de 2021 y, por estado al demandante. 

 

CUARTO: Se advierte a la parte demandada y al Ministerio Público que cuentan 

con el término de treinta (30) días para contestar la demanda, proponer 

excepciones y demás actuaciones pertinentes, término que comenzará a correr 

al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje, tal 

como lo establece el inciso 4º del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

QUINTO: Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el parágrafo primero del 

artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, advertir a la parte demandada que en el 

término de la contestación de la demanda debe allegar copia íntegra 

autenticada del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 

actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder. 



SEXTO: Se requiere a los sujetos procesales para que cumplan con el deber, 

consistente en realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a 

través de medios tecnológicos; para el efecto, deberán suministrar a este 

Despacho y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales 

elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar a través de estos un 

ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente 

con copia incorporada al mensaje enviado al Juzgado; igualmente en caso de 

que se solicite la recepción de testimonios deberán informar los correos 

electrónicos y números de teléfonos de los testigos. 

SEPTIMO: Reconocer personería al Doctor DAGOBERTO COLMENARES 

URIBE como apoderado de la parte actora, en los términos y para los efectos del 

memorial poder a él conferido, teniendo en cuenta que consultada la base de 

datos de la Unidad de Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la 

Judicatura se pudo verificar que los precitados tiene tarjeta profesional vigente. 

OCTAVO: Tener como correo electrónico suministrado por la parte demandante 

dagocol16@hotmail.com, el cual es el canal digital habilitado para recibir las 

diferentes notificaciones y comunicaciones que se surtan en el presente 

expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 
BERNARDINO CARRERO ROJAS 

Juez 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL 

CÚCUTA – NORTE DE SANTANDER 
 
San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintiuno (2021) 
 
Ref.: Auto Nº00454 O 
M. de C. Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Proceso: 54001-33-33-003-2021 -00026-00 
Demandante: Dennis Fabricio Combariza Cárdenas 
Demandados; Empresa Social del Estado-IMSALUD 
 

Por reunir los requisitos y formalidades de ley, se admite la demanda presentada 

mediante apoderado por FABRICIO COMBARIZA CARDENAS contra la– 

Empresa Social del Estado IMSALUD. 

 
Corolario de lo anterior se dispone: 
 
PRIMERO: Notificar el contenido de la presente providencia, personalmente al 

Director de la Empresa Social del Estado IMSALUD, y a la Procuraduría 98 

Judicial I para Asuntos Administrativos, conforme lo establecen los artículos 197, 

198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 

de 2021 y, por estado al demandante. 

 

SEGUNDO: Se advierte a la parte demandada y al Ministerio Público que cuentan 

con el término de treinta (30) días para contestar la demanda, proponer 

excepciones y demás actuaciones pertinentes, término que comenzará a correr 

al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje, tal 

como lo establece el inciso 4º del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

TERCERO: Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el parágrafo primero del 

artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, advertir a la parte demandada que en el 

término de la contestación de la demanda debe allegar copia íntegra 

autenticada del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 

actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder. 

 

CUARTO: Se requiere a los sujetos procesales para que cumplan con el deber, 

consistente en realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a 

través de medios tecnológicos; para el efecto, deberán suministrar a este 

Despacho y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales 

elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar a través de estos un 

ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente 

con copia incorporada al mensaje enviado al Juzgado; igualmente en caso de 

que se solicite la recepción de testimonios deberán informar los correos 

electrónicos y números de teléfonos de los testigos. 



 2 

 

QUINTO: Reconocer personería al Doctor SERGIO VARGAS JAUREGUI como 

apoderado de la parte actora, en los términos y para los efectos del memorial 

poder a ellos conferido, teniendo en cuenta que consultada la base de datos de 

la Unidad de Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la 

Judicatura se pudo verificar que los precitados tiene tarjeta profesional vigente. 

 

SEXTO: Tener como correo electrónico suministrado por la parte demandante 

sergiovargasj@hotmail.com; fabri9009@gmail,com, los cuales son los canales 

digitales habilitados para recibir las diferentes notificaciones y comunicaciones 

que se surtan en el presente expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

BERNARDINO CARRERO ROJAS 
Juez  
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